El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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SUCESIÓN / TERMINACIÓN ANTICIPADA / REVOCA LA CONDENA EN COSTAS -  … Hoy, el CGP explícitamente establece en qué casos es posible ponerle fin de manera anticipada a una actuación, fuera de las nominadas formas anormales de terminación que son la transacción, el desistimiento y el desistimiento tácito. Así, por ejemplo, el proceso debe terminar si no se logra la prueba de la existencia de la persona jurídica (art. 85-3); o no comparecen las partes, ambas, a la audiencia inicial, y no justifican su ausencia (art. 372-4); o se establece que el bien a usucapir es imprescriptible (art. 375-4); o si el proceso de sucesión fue iniciado por un acreedor y ningún heredero ha aceptado la herencia, ni el ICBF, esto, solo pasados dos meses de haberse agotado el emplazamiento previsto en el artículo 490 (art. 492).  
(…)

Loable resulta la interpretación de la funcionaria que, fuera de los casos que la misma ley contempla, opta por ponerle fin a una actuación, por carencia actual de objeto. Esa interpretación respetable, para un caso como el proceso de sucesión, deja de lado que al mismo son citadas todas las personas que se crean con derecho a intervenir en ella, por lo que cobija a sujetos indeterminados que, hasta cuando se apruebe la partición inicial o la adicional en su caso, pueden intervenir. Además, que una vez citados los herederos conocidos y los indeterminados, lo que sigue es la confección del inventario de bienes y su avalúo, durante el cual, no cabe duda, pueden denunciarse otros, diferentes a los que fueron mencionados en el libelo inicial. 

Allí, entonces, había una oportunidad clara de pronunciarse sobre los activos y pasivos, mediante la correspondiente objeción que, de haberse dado, hubiera podido conducir a un trámite que culminaría con una decisión favorable o desfavorable a quien la propuso y, allí sí, habría lugar a imponer costas a quien fracasó en su intento de incluir bienes indebidamente o de oponerse injustificadamente a su inclusión. 

Pero no ocurrió así, pues el Juzgado decidió ponerle fin anticipadamente a la actuación, sin reparo en ese sentido por los intervinientes, y, sin embargo, condenó en costas a la promotora de la sucesión quien, hasta ese momento, no había sido derrotada en un trámite específico, que, para el caso de la sucesión, tendría qué haber sido la objeción de inventarios y avalúos, actuación que nunca tuvo lugar.  

Así que, dada la naturaleza del proceso de sucesión, contrario a lo que señaló la funcionaria al resolver la reposición, en él no hay respuesta a la demanda, mucho menos oposición a los hechos y pretensiones; y si lo que había de por medio era una objeción al inventario, se insiste en ello, ha debido esperar a que llegara esa fase del proceso.

No se olvide que, de acuerdo con el artículo 365 del CGP, se condena en costas a quien resulte vencido en un proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente un recurso, salvo el de reposición, y en los casos especiales previstos en el mismo estatuto; o a quien se le resuelva desfavorablemente un incidente, una excepción previa, una nulidad o amparo de pobreza. Dicha condena, señala la norma, debe hacerse en la sentencia o auto que resuelva la actuación que le dio lugar. 

Y está dicho que, en el caso de autos, ningún trámite de ellos se surtió, porque la funcionaria, anticipadamente, decidió terminar el proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

                   SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, enero once de dos mil dieciocho
Expediente 66682-31-03-001-2017-00044-01

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 31 de julio de 2017, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en este proceso de sucesión de la causante Ofelia López de Ruiz. 

ANTECEDENTES
Por solicitud de Gloria Ruiz López, se abrió el proceso de sucesión de la causante Ofelia López de Ruiz y se ordenó notificar a Jesús Antonio, Carlos Arturo, Cielo y Luz Helena Ruiz López, así como el emplazamiento de quienes se creyeran con derecho para intervenir. 

Acudió Jesús Antonio Ruiz López, por medio de apoderada judicial, a darle respuesta la demanda, como si se tratara de un proceso contencioso, a oponerse al inventario y avalúo y a predicar que, en vista de que el bien denunciado no era de propiedad de la causante, el asunto debía terminar por carencia actual de objeto. 

Del escrito se dio traslado a la promotora de la sucesión, quien guardó silencio. A continuación, el Juzgado señaló que “para la fecha en que la causante falleció no había bienes a su nombre para transmitir a sus herederos”, por tanto, falla uno de los elementos indispensables para el adelantamiento del proceso, que es la configuración de un patrimonio en cabeza del causante, así que, con apoyo en la doctrina, atendió lo pedido y, “Por carencia actual de objeto” dio por terminado el proceso, levantó las medidas cautelares, y condenó en costas a la demandante. 
Esta última decisión se recurrió en reposición y, en subsidio, apelación, ya que no ha habido controversia y en la sucesión no hay demandado, por tratarse de una liquidación. Surtido el traslado del recurso genérico, la apoderada de Jesús Antonio Ruiz López adujo que sí hubo controversia, la que debió zanjar el Juzgado poniéndole fin a la actuación. No se repuso lo resuelto y se negó la apelación, pero, en virtud de un recurso de queja, esta Sala la concedió, en vista de que el auto que se ataca le puso fin al proceso.
   



CONSIDERACIONES

  



El problema que se plantea consiste en determina si acertó la funcionaria de primer grado al condenar en costas a la promotora de la sucesión, o si debe relevársele de esa carga.

 



Para elucidarlo, conviene precisar que la funcionaria de primer grado, dijo en el auto del 31 de julio de 2017 que el deceso de una persona está ligado a su patrimonio, que se transmite a sus causahabientes; de manera que si, para el caso concreto, no existen bienes en cabeza de la causante, se incumple el presupuesto de que se haya configurado un patrimonio, lo que implica que no ha debido iniciarse el trámite sucesorio y, como consecuencia de ello, debe terminarse por carencia de objeto. 
   



Como bien lo advirtió en su motivación, el legislador nacional se ha abstenido, expresamente, además, de incluir en el estatuto procesal civil una norma que permita rechazar de plano la demanda por la carencia de objeto o de ponerle fin, de manera anticipada al proceso. Muestra clara de ello, es que en el proyecto inicial de lo que luego sería la Ley 1395 de 2010, se incluyó una modificación al artículo 85 del C.P.C. que consistía en permitir ese rechazo en los casos de infundabilidad de la pretensión (gaceta 825 de 2008); luego, en el primer debate, se amplió esa posibilidad al caso en el que fuera evidente la falta de legitimación en la causa (gaceta 481 de 2009), lo que se mantuvo en el segundo (gaceta 1257 de 2009), y en el tercero (gaceta 262 de 2009). Pero en el último debate, por razones de inconveniencia, se sustrajo esa modificación y se mantuvieron las clásicas causales de rechazo de plano: falta de jurisdicción, de competencia y caducidad (gaceta 319 de 2010). 
  



Hoy, el CGP explícitamente establece en qué casos es posible ponerle fin de manera anticipada a una actuación, fuera de las nominadas formas anormales de terminación que son la transacción, el desistimiento y el desistimiento tácito. Así, por ejemplo, el proceso debe terminar si no se logra la prueba de la existencia de la persona jurídica (art. 85-3); o no comparecen las partes, ambas, a la audiencia inicial, y no justifican su ausencia (art. 372-4); o se establece que el bien a usucapir es imprescriptible (art. 375-4); o si el proceso de sucesión fue iniciado por un acreedor y ningún heredero ha aceptado la herencia, ni el ICBF, esto, solo pasados dos meses de haberse agotado el emplazamiento previsto en el artículo 490 (art. 492).  
  



Loable resulta la interpretación de la funcionaria que, fuera de los casos que la misma ley contempla, opta por ponerle fin a una actuación, por carencia actual de objeto. Esa interpretación respetable, para un caso como el proceso de sucesión, deja de lado que al mismo son citadas todas las personas que se crean con derecho a intervenir en ella, por lo que cobija a sujetos indeterminados que, hasta cuando se apruebe la partición inicial o la adicional en su caso, pueden intervenir. Además, que una vez citados los herederos conocidos y los indeterminados, lo que sigue es la confección del inventario de bienes y su avalúo, durante el cual, no cabe duda, pueden denunciarse otros, diferentes a los que fueron mencionados en el libelo inicial. 
   



Allí, entonces, había una oportunidad clara de pronunciarse sobre los activos y pasivos, mediante la correspondiente objeción que, de haberse dado, hubiera podido conducir a un trámite que culminaría con una decisión favorable o desfavorable a quien la propuso y, allí sí, habría lugar a imponer costas a quien fracasó en su intento de incluir bienes indebidamente o de oponerse injustificadamente a su inclusión. 

   



Pero no ocurrió así, pues el Juzgado decidió ponerle fin anticipadamente a la actuación, sin reparo en ese sentido por los intervinientes, y, sin embargo, condenó en costas a la promotora de la sucesión quien, hasta ese momento, no había sido derrotada en un trámite específico, que, para el caso de la sucesión, tendría qué haber sido la objeción de inventarios y avalúos, actuación que nunca tuvo lugar.  

   



Así que, dada la naturaleza del proceso de sucesión, contrario a lo que señaló la funcionaria al resolver la reposición, en él no hay respuesta a la demanda, mucho menos oposición a los hechos y pretensiones; y si lo que había de por medio era una objeción al inventario, se insiste en ello, ha debido esperar a que llegara esa fase del proceso.
   



No se olvide que, de acuerdo con el artículo 365 del CGP, se condena en costas a quien resulte vencido en un proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente un recurso, salvo el de reposición, y en los casos especiales previstos en el mismo estatuto; o a quien se le resuelva desfavorablemente un incidente, una excepción previa, una nulidad o amparo de pobreza. Dicha condena, señala la norma, debe hacerse en la sentencia o auto que resuelva la actuación que le dio lugar. 
   



Y está dicho que, en el caso de autos, ningún trámite de ellos se surtió, porque la funcionaria, anticipadamente, decidió terminar el proceso. 

   



Ahora, es claro que en el mismo auto de terminación se levantó una medida cautelar. De acuerdo con el artículo 597 del CGP, cuando se levante un embargo o secuestro en los casos de los numerales 1, 2, 4, 5 y 8 de esa norma, se condenará en costas. Pero, en este caso, la situación no se amolda a una de esas circunstancias, de un lado; y del otro, en el evento de que procediera tal condena, no sería a favor de Jesús Antonio Ruiz López, sino de quien resultó afectado con la anotación de la misma. 
En consecuencia, se revocará el auto protestado en cuanto condenó en costas a la demandante. En lo demás se mantendrá, porque no fue objeto de impugnación. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA el numeral 3 del auto protestado. 

En lo demás se confirma. 

Como el recurso sale avante, no hay costas en esta sede.
   



Notifíquese 





El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

